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APLICACION DE LA LEY PENAL

Para la aplicación de la ley penal precisa tener en cuenta
.los siguientes factores. que dicen todos relación al ámbito de su
validez: el tiempo, el espacio y las personas. Como cada uno de
estos factores y especialmente los dos primeros dan lugar a im-

~portantes problemas de orden jurídico. procederemos a hacer su
examen separadamente.

La Ley Penal en cuanto al tiempo

En términos generales. la ley penal rige únicamente duran- '
te su vigencia. es decir. dentro del tiempo comprendido desde su
promulgación hasta su deroqatoría. El principio propio en dere-
cho al respecto es el de que no puede reprimirse como delito nín-
gún hecho mientras la ley no se halle vigente al momento de su eje-
cución. En otras palabras. no hay lugar a sancionar actos ante-
.ríores a la promulgación de la ley. ni posteriores a' su deroqato-
ria. Pero este principio no es absoluto porque en algunos casos y
por razones propias a la naturaleza del derecho penal. cabe la
aplicación retroactiva o ultractiva de la ley penal.

Esos casos. resueltos de distinta manera. según el criterio
-de las escuelas. pueden resumirse así:

lo.-La nueva ley contempla como delito un hecho qúe en
la ley anterior no existía.

Dominante como es en el derecho penal el principio de la le-
galidéid del delito y de la pena. el caso propuesto no ofrece difi-
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cultades. Unánime puede decirse que es la tesis de la inaplicabi-
lidad de la ley penal para hechos cometidos con anterioridad a
su vigencia, que no 'tenían carácter delíctuoso, dado que la con-
dición de punibilidad de una acción cualquiera, supone la prohibi-
ción previa y expresa de la ley. Tratar de sancionar con una nue-
va ley un hecho antes no considerado como delito sería. en toda-
forma arbitrario y opuesto al principio enunciado.

20.-La nueva ley suprime delitos contemplados en ley an-
terior

Respecto de hechos delictuosos cometidos durante la vi~
gencia de una ley, que luego son suprimidos por otra posterior.
precisa considerar dos situaciones de orden procesal: a) -Cuan~
do hay proceso pendiente al tiempo de expedírse la nueva ley, y
b) -Cuando ha recaído fallo definitivo contra el reo.

, Para ambas situaciones la solución de fondo es la misma,
porque acepta que la ley no puede tener eficacia más allá del
tiempo de su vigencia, lo que como es claro, impone la aplicación
de la nueva ley. Es evidente que si un nuevo estatuto penal su-
prime hechos anteriormente delictuosos es porque reconoce la no
ilícitud de éstos e,; su ningún carácter antisocial, por lo que sería
injusto tratar de imponer sanción a los infractores de una ley ya
derogada. Pero no obstante que la solución ha de ser la misma pa-
ra las situaciones propuestas, cuando se trata de negocios en que
hay una sentencia en firme, algunos tratadistas oponen difiéulta-
des teóricas respecto a la fórmula propia de fenecimiento de la
actuación, por causa del principio de la cosa juzgada, cuyo mé-
rito en materia penal es tomado 'por ellos con la misma rigidez que-
en materia civil. Por ello quienes así opinan exigen una compe-
tente declaración' de amnistía o indulto en los procesos termina-
dos.

En nuestro concepto la aplicación de la nueva ley debe'
cumplirse en ambos casos sin necesidad de entrar en complejas.
distinciones por causa de la cosa juzgada ya que hay que enten-
der, como lo hace la ley colombiana, que la nueva ley, al supri-
mir hechos anteriormente delíctuosos, tácitamente consagra una
amnistía respecto de las personas procesadas conforme a disposi-
ciones penales anteriores.

3o.-La nueva ley, sin desconocer el carácter delictuoso de-
un hecho, modifica la penalidad, favorable o desfavoreblemente.

Para quienes sostienen de una manera absoluta la no retro-



-actívidad de la ley penal se debe en este caso aplicar la ley ante-
rior por estar ella vigente al tiempo de la infracción. lo mismo
cuando le es más benigna al procesado que cuando le resulta más
gravosa. Otros. por el contrario, opinan que debe aplicarse la ley
más favorable. Este criterio de benignidad es el más acogido por
los códigos, aunque las orientaciones, positivistas respaldan una
tesis de retroactividad completa. atendiendo al concepto del deli-
to. como hecho antisocial y al de la peligrosidad de los delíncuen-
teso Para justificar la aplicación de una ley más gravosa tratán-
dose de hechos sancionados con menor pena' por la ley anterior,
los partidarios de la retroactividad afirman que el aumento de pe-
nalidad es apenas el reconocimiento de que la ley anterior no
llenaba las exigencias de la defensa social. Y para el caso con-
trario de penalidad inferior en la ley anterior. fundan la retro-
actividad en la consideración de que la modificación de la pena
significa el reconocimiento de que era excesiva la pena. lo que
impone la aplicación de la nueva ley.

Sistema de la ley penal colombiana

En nuestro derecho este problema de la aplicación retro-
activa y ultractiva de la ley penal. es resuelto constitucional y
legalmente con un criterio de benignidad, que impone en todo
caso de tránsito de legislaciones. para' procesos en curso o ter-
minados, la aplicación de la pena más favorable al delincuente.

No obstante que en el seno de la Comisión de Reformas Pe-
nales al elaborarse el Código en vigencia. se sostuvo por alqu-
nos de sus miembros la necesidad de acoger en este particular las
tesis de defensa social formuladas por la Escuela Positiva. primó
el criterio de benignidad aludido. principalmente por la razón' de
que en nuestro sistema jurídico dicha cuestión está consagrada
constitucionalmente. lo que como es obvio. impedía la adopción
de toda norma contraria al mandato constitucional.'

Varias son las disposiciones que reglamentan el ámbito de
Ia ley penal en cuanto al tiempo. como puede verse a continuación
por la transcripción que se hace:

Constitución Nacional. Artículo 26.-"En materia criminal
la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplica-
rá de preferencia a la restrictiva o desfavorable".

Artículo 28..- "Aun en tiempo de guerra nadie podrá ser pe~
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nado ex post Iacto, sino con arreglo a la ley, orden o decreto en
que previamente se haya prohibido el hecho y determinádose la
pena correspondiente".

Código Penal. Ar,tículo 30.~"La ley permisíva o fa-v'V<rable,
aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restric-
tiva o desfavorable".

Código de Procedimiento Penal. Artículo 50.
"En materia criminal. la ley permisiva o favorable. aun

cuando sea posterior al acto que se, impute, se aplicará de preíe-
rencia a la restrictiva o-desfavorable",

Ley 153 de 1887. Artículo 43:~"La ley preexistente pre-
fiere a la ley ex post Iacto en materia penal. Nadie podrá ser juz-
gado o penado sino por la ley que haya sido promulgada antes
del hecho que da lugar a juicio. .Esta regla sólo se refiere a las le-'
yes que definen y castigan ~JS delitos, pero no 'a aquellas que es-
tablecen los tribunales y determinan el procedimiento, las cuales
se aplicarán con arreglo al artículo 40".

Artículo 44.~"En materia penal la ley favorable o permi-
siva prefiere a la odiosa o restrictiva. aun cuando aquélla sea pos-
terior al tiempo en que se cometió el delito. Esta regla favorece
a 1JS reos condenados que están sufriendo su condena".

Artículo 45.~"La precedente disposición tiene las siquien-
tes aplicaciones: La nueva ley que quita explícita o implícitamen-
te el carácter de delito a un hecho que antes lo tenía, envuelve in-
dulto o rehabilitación. Si la ley nueva minora de un modo fijo la
pena que antes era también fija, se declarará la correspondiente
rebaja de pena. Si la ley nueva reduce el máximum' de la pena y
aumenta el mínimum, se aplicará de las dos leyes la que invoque
el interesado. Si la ley nueva disminuye la pena corporal y au-
menta la pecuniaria, prevalecerá sobre la antigua. Los casos du-
dosos se resolverán por interpretación benigna".

(ACTAS DE LA COMISION DE R'EFORMAS PENA~
LES RELACIONADAS CON LA APROBACION DEL AR~
TICULO 30.)

Retroactividad de ley penal. "El mismo doctor Lozano ma-
nifestó entonces que el concepto de que la ley favorable o permi-
siva debe primar sobre la desfavorable aunque sea posterior a la
comisión del delito. debe revisarse y restrinqirse. Considera que
.a los delincuentes natos o instintivos y a los profesionales no debe



225
.aplicárseles la ley favorable. y en cambio deben ser sancionados
de acuerdo con la ley más severa, porque la ley penal es uno de
los medios de que se vale la sociedad en su lucha contra el deli-
to, y en consecuencia, si el legislador considera en determinado
momento que un hecho debe ser sancionado con mayor severidad
de la establecida anteriormente, la nueva ley debe cumplirse y
aplicarse, sin que el delincuente pueda alegar derechos adquiridos,
porque frente al Estado y a la necesidad de la defensa social. ta-
les delincuentes no tienen facultades y derechos qué oponer; que
el concepto de derecho adquirido corresponde al derecho privado
y no al derecho público; que es preciso revaluar y someter a la
crítica ciertos principios, sin, que ello signifique la destrucción de
una estructura jurídica, sino más bien la creación de un orden ju-
rídico nuevo, porque si se sostiene que la doctrina jurídica de los
antiguos es inmodificable. a dónde van las medidas de seguridad
y otras conquistas' de la ciencia moderna?

La consideración de que el delito es exclusivamente un en-
o te jurídico no sirve hoy. día como fundamento de la penalidad; el
delito es ante todo y' sobre todo un hecho biológico y social. La
escuela clásica fundó la pena en 'la gravedad objetiva externa del
hecho delictuoso, o sea en la importancia del derecho violado, en
tanto que la escuela positiva, atiende, más que a cualquiera otra
consideración, a la peligrosidad del delincuente, a su vida y a su
personalidad integral.

"El doctor Cárdenas considera que cuando se comete un
delito surge de parte del Estado el derecho de aplicar a su autor
la ley penal; de 10. cual se deriva una verdadera relación jurídica
entre el Estado y el delincuente, que impone al primero, como re-

, presentante de la colectividad, el derecho y al mismo tiempo el
deber de aplicar la ley penal. constituyendo la causa de la rela-
ción el delito cometido y la fuente la misma ley penal. Y puesto
que toda relación jurídica se forma del encuentro de dos derechos,
correlativamente al' derecho del Estado. surge otro, aun cuando
diverso, de parte del acusado, en virtud del cual éste tiene' dere-
cho de 'exigir que la responsabilidad se le deduzca de un modo
claro y preciso, y sobre' todo que la sanción que se imponga sólo
lo pueda ser en los límites y términos fijados en la ley vigente al
tiempo de cometerse la acción delictuosa y no de un modo diver-
so. Si el delito se define, según la doctrina, como la violación de
la ley penal. mal se puede decir que se viola una ley penal que no
existe cuando se comete la infracción.
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"Y si en virtud de lo que acabo de exponer no encuentro

fundamento para que pueda concederse efecto retroactivo a la ley
penal más desfavorable, en cambio tal vez sí merezca estudio de-
tenido la aplicación invariable hoy de que en todo caso la ley.
más favorable, aun cuando sea posterior, debe preferirse a la an-
tigua bajo cuya viqencia se ha cometido el hecho, con el fin de
restringir tal principio cuando se trata de criminales incorregibles,
acogiendo el criterio que Ferri expuso en el proyecto de Código
Penal elaborado por la Comisión de que era Presidente, y en ef
cual se estableció, en el artículo primero, que la ley posterior se
aplicará cuando fuere más favorable, a menos que se tratara de
delincuentes habituales.

"El doctor EscalIón estima necesaria la conservación de los
principios inquebrantables de que no hay delito ni pena sin ley
preexistente, porque desconocer esas normas sería entronizar la
arbitrariedad, El principio general es el de que la Ley no tiene
efecto retroactivo ni ultractivo. El tratamiento jurídico de un de-
lita no puede variar desfavorablemente por la expedición de una
nueva Ley posterior si el hecho criminoso ya está consumado. El
funcionario al aplicar una sanción, tendrá naturalmente en cuenta
los datos antropológicos referentes al sindicado, pero no podrá
prescindir del aspecto jurídico del delito. Es necesario agregar al
estudio de la personalidad del delincuente el examen del derecho
que se ha violado, porque el delito es a la vez un ente jurídico y
un hecho biolóqico-social". (Acta nú~ero 2. Tomo 1. Páginas 7
y 8). .

" ....El doctor Cárdenas dice' que al respecto se deben con- .
siderar dos casos diferentes, contemplados por el doctor Lozano,
en su argumentación:

Io.s--La ley posterior es más severa que la antigua;
"20.~La ley posterior es más benigna o favorable.

"No puedo aceptar ~dice~ la tesis del doctor Lozano, se-
gün la cual, en el primer caso puede y .debe admitirse la r~troac~
tívídad, por dos razones, una que llamaré de derecho y la otra •
que llamaré de hecho.

"La razón de derecho consiste en que si el delito se define
diciendo que es la violación de la ley penal vigente al tiempo de
cometerse el hecho: definición que ha aceptado y compartido el
mismo doctor Lozano, según lo que ya quedó expuesto en acta
anterior, no entiendo yo cómo pueda vioIarse una ley o precepto"

\



que no existe en el momento en que se comete o ejecuta la acción
que se estima corno delictuosa. Y no es que el delincuente se ha-
ga la consideración .de que al ejecutar tal acción es su voluntad
violar determinado artículo del Código Penal, sino que no obstan-
te la prohibición que él consagra de no hacer u omitir tal acto,
prohibición que ampara un bien o interés jurídico, sin embargo lo
lleva a cabo.

"La razón de hecho consiste en que, cuando el legislador
ha definido un hecho corno delito y le ha señalado una sancíón..
es porque ha estimado que es suficiente para proteger los intere-
ses sociales y jurídicos contra los hechos delictuosos que se come-
tan bajo su vigencia.

"Segundo caso.c--Como cuestión importante de estudio, ad-
mite que en doctrina y en tesis general sea discutible la conve-
niencia de restringir el principio uiversalmente admitido de la re-
troactividad de la ley más favorable o benigna con respecto a los
criminales incorregibles, corno lo sostiene el doctor Lozano. Por-
que si la lucha contra el delito tiene corno fundamento la defensa
social, la cual a su vez torna corno base principal para la aplica-
ción de la sanción la peligrosidad del delincuente, no se ve qué'
razón, en virtud de un hecho objetivo, extraño al delincuente co-
rno es la ley penal, pudiera cambiar 'el criterio para hacer más fa-
vorable esa condición de especial peligrosidad contemplada o te--

o nida en cuenta por la ley anterior y especialmente por el Juez al
apreciar en conjunto la personalidad del delincuente.

"Pero en Colombia no se puede modificar tal principio al
elaborar el' Código Penal, porque es necesario respetar, mientras;
no sea derogado o modificado. el, precepto constitucional según
el cual la ley permisiva o favorable se aplicará, en todo caso, de
preferencia a la restrictiva o desfavorable. ,

"El doctor Lozano replica que el doctor Cárdenas acaba
de- admitir teóricamente la bondad del principio por él sostenido,
para luégo decir que es ilógico. Sostiene el doctor Lozano que lo

,que se reprime. no es el hecho, en sí, sino el homb~e que lo eje-
-duta, y que cuando la nueva ley borra el carácter de delito que
un hecho tenía, hay un obstáculo insalvable. que impide la actua-
ción de la tesis por él sostenida" porque, en este caso, en nombre
de qué principio podría fundarse la supervivencia de la antíqua
ley?

"Agrega, además, que si el doctor Cárdenas parte de la de--
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Iinición del delito generalmente admitida y según la cual es la
violación de la ley Penal. para impugnar las argumentaciones he-
chas por el mismo Lozano. alegando que es contradictorio con esa
definición sostener que se debe aplicar la ley más severa poste-
rior al hecho. exactamente en la misma contradicción se incurre
dentro de la tesis del doctor Cárdenas que aplica la ley posterior
más benigna. la cual lampoco. desde luego. estaba vigente al tiem-
po de la comisión ·del hech'o delictuoso.

. "Refiriéndose después al fondo mismo del asunto. declara
que él no puede aceptar que al violar el delincuente la Ley Pe-
nal. lo haga en cuanto a la parte de la norma que fija la pena.
la cual por su naturaleza no es susceptible de violación. sino sim-
plemente en cuanto al precepto prohibitivo de determinados he-
chos antisociales. Por lo tanto. su tesis no es contradictoria con
la definición del delito.

(Acta número 6 )'. Tomo I. páginas 17 a 20).

"El doctor Cárdenas continuó la exposición que había ini-
ciado el día anterior sobre los inconvenientes que tendría en Co-
lombia la aplicación de la Ley Penal más desfavorable. Dijo que
a este respecto tenía dos objeciones que oponer a la tesis propug-
nada por el doctor Lozano. a saber. primero una razón de dere-
cho: según el artículo 26 de la Constitución Nacional. nadie podrá
ser penado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le
impute: por consiguiente es éste un obstáculo de derecho que im-
pide la consagración en la Ley Penal de un principio distinto o
contrario. puesto que la Comisión no podría elaborar una Iey in-
consti tucional.

"Dice que él se ha preguntado muchas veces por qué las
legislaciones de todos los países consagran dos clases de reme-
dios para mitigar la aplicación de las penas. unos de carácter or-
dinario como las rebajas de pena. 'liberación condicional, etc., y
otros de carácter extraordinario como el indulto y la amnistía.
Cree que la consideración que ha inducido a los legisladores a es-
tablecer esos remedios es la de atemperar el rigor de las penas,
suavizar los errores judiciales en que haya podido incurrirse y de-
jar en la ley Penal una válvula de escape que facilite a los conde-
nados el medio de readaptarse a la disciplina social y obtener de
nuevo su libertad. Ahora. si esos remedios existen en países de
una completa organización, en donde la investigación de los deli-
tos se hace de una manera científica y completa. por qué hemos



de modificar aquí aquel principio en donde como todos' sabemos,
las cárceles son más bien escuelas del delito y los sistemas de in-
vestigación son más empíricos que científicos?

"Ahora bien, si es cierto que el Código Penal constituye
el medio más natural de que disfruta el Estado en suIucha contra
el delito, también existen otros medios tanto o más eficaces, qu~
sirven para combatir la delincuencia y los cuales forman parte de
lo que se llama la política criminal, que comprende el sistema de
las medidas preventivas de carácter educativo, económico. políti-
co y social, todas las cuales tienen una importancia mayor que las
medidas simplemente represivas.

"En nuestra República encuentra la más completa aplica--
ción el principio anterior, si se tiene en cuenta que la mayoría de
los delincuentes, que lo son en delitos contra las personas son
gentes desprovistas de educación, miserables que generalmente han
delinquido bajo la influencia del alcohol cuyo consumo estimula el
Estado mismo, porque él constituye una de sus rentas más hala-
gadoras~ ,

"Por tales motivos no encuentra que pudiera aceptarse mo-
dificación alguna al principio universal de que la ley más favora-
ble debe tener siempre efecto retroactivo.

"En seguida el doctor Escallón manifiesta que la no retro-
actividad de la ley desfavorable y la retroactividad de la permisr-
va o favorable no se basan simplemente en un criterio de benevo-
lencia si no tiene su fundamento en principios jurídicos 'Y fílosófí-
coso En efecto: en el ejercicio de la función penal encontramos dos
etapas o momentos que es necesario tener presentes en la solu-
ción del problema que estudiamos: cuando el Estado en abstracto
determina cuáles son los delitos, las penas y la manera de. ímpo-
nerlas: y cuando en concreto trata de aplicar una pena por deter-
minado delito. El ejercicio de la función penal en la primera eta-
pa corresponde al Poder Legislativo; en la segunda al Poder Ju-
dicial.

"Por eso es muy importante la antigua división escolástica
de jus puniendi y jus penale, derecho penal subjetivo y derecho pe-
nal objetivo, entendiéndose por el primero la facultad que tiene
el Estado para determinar les delitos, conminar 'las penas y apli-
cadas, y por el segundo el conjunto de disposiciones legales dic-
tadas por el Estado en relación con los delitos y las penas, y para,
reglamentar en concreto el ejercicio de la función represiva.
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"En cada caso concreto el Estado no puede ejercer el Jus
puniendi 'de una manera arbitraria, sino dentro de los límites pre-
cisos marcados por la Ley Penal o [us penale, que viene a repre-
sentar una preciosa garantía para todos los asociados.

"De la Ley Penal se deriva para el Estado el derecho y el
deber de aplicar al autor de un delito la pena conminada en aqué-
lla; ese derecho nace en el momento en que comete el delito y se
manifiesta mediante la pretensión del Estado de aplicar una pena
a su autor.

"El ejercicio de la función penal no sería posible sin la exis-
tencia de la Ley Penal. "La necesidad de una ley penal positiva
y pública, dice Rossí, es una de las máximas fundamentales del
derecho social. una de las bases de la libertad civil y política".

"Se entronizaría el reinado de la arbitrariedad, dice Flo-
rián, la tranquilidad y la paz de los ciudadanos no existiría, si se
pudiesen considerar como delitos las acciones que el Juez o el So-
berano estimasen como tales sin previa declaración solemne; si
en especie o en cantidad se pudieran imponer caprichosamente las
penas. Como la Ley Penal es la expresión más alta y sintética del
orden jurídico, como ella representa un eficaz instrumento de tu-
tela, exige más que cualquiera otra que se formule de una mane-
ra clara y precisa. N o puede haber violación de precepto si no

.existe el precepto.
"Pero la '-Ley Penal' no sólo es garantía de la libertad de los

que no delinquen. De la Ley Penal se deriva el derecho subjetivo
del Estado para aplicar en cada caso la represión, de acuerdo con
el contenido de la misma Ley, de donde ésta viene a ser al mis-
mo tiempo fuente y medida de tal derecho. Por este aspecto la Ley
Penal es también tutela del delincuente, en cuanto establece el de-
recho que éste tiene para no ser castigado en forma diferente de
lo que la misma Ley dispone. De donde se desprende que la¡ Ley
Penal se presenta en definitiva como fuente del derecho subjetivo
del Estado para la represión del delito cometido, y del derecho sub-
jetivo del autor del delito para no sufrir la represión más allá de
la medida ni en forma diversa de la Iijada por la misma ley.

"De estos principios rigurosamente exactos se despren~e . el
de la no retroactívídad de la Ley Penal más severa, que se en-
cuentra en el proyecto de la Comisión Colombiana y que consa-
gra el artículo 26 de nuestra Carta Fundamental.

"Para una mejor comprensión del problema es necesario
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analizar los diversos casos que pueden ocurrir en el cambio de la
legislación penal y que pueden reducirse a cuatro:

"Jo.i--La nueva ley erige en delito un hecho que no lo era
en la antigua;

"20.-La nueva ley y la antigua consideran un hecho co-,
mo delíctuoso, pero la primera lo reprime en forma más severa;

"30.-La' nueva ley le quita a un hecho el carácter delic-
tuoso que tenía en la ley anterior;

"40.-La nueva Ley señala una penalidad más benigna a
hechos que también eran delitos. de acuerdo con la antigua.

"Con. respecto al primer caso, es unánime el concepto de
¡ \

que la nueva ley no pueda aplicarse, porque de otro modo se es-
tablecería una inseguridad completa. La Ley Penal, como cual-
quiera oñra ley. no tiene efecto sino desde que se promulga has-
ta que se deroga, y no tiene, por tanto, ni efecto retroactivo ni
efecto ultractivo. La aplicación de este principio general no puede
rnodificarse ni dentro de la doctrina clásica ni dentro de la doctri-
na de la Escuela Positiva, si se aplica lógica y correctamente.

"El hecho de que la Escuela Criminal Positiva haya venido
a imponer la consideración antropolóqíca y sociológica del deli-
to, no quiere decir que pueda prescindírse de la consideración [u-
ridica del mismo, sino que la noción jurídica del delito debe cons-
truírse sobre los datos que suministren la antropología y la socio-
logía criminales. Ahora bien, e! delito como fenómeno jurídico se
caracterizará siempre, cualquiera que sea e! criterio con que se le
considere, clásico o positivista, por una pugna o estado de con-
tradicción entre un acto de! hombre y una norma legal penalmen-
te protegida, luego presupone necesariamente. en todo caso, la
existencia de una norma leqal en e! momento de la comisión.

"Siendo esto así cómo podría darse efecto retroactivo a Ir¡

ley que viene a considerar como delito un hecho que antes no lo
era?

"En segundo caso,' es decir. cuando la nueva ley viene a
agravar la penalidad de! hecho delíctuoso, es sustancialmente igual
.al primero y debe estar regido por los mismos principios. Aún
más, en muchas ocasiones puede ser más grave para el delincuen-
te e! aumento de la sanción que la creación de un nuevo delito:
por ejemplo, cuando la nueva ley sube la duración de una pena

>: restrictiva de la libertad personal, de dos a seis años, a tiempo que
:para el nuevo delito sólo fija una pena de seis meses a un año.



232

"Si la Ley' Penal impone al Estado el deber de' ejercer la'
represión penal dentro de los límites y la forma que la misma Ley
establece, se' deduce como consecuencia lógica e ineludible el prin-
cipio de la irretroactividad de la Ley Penal más severa, no sólo
en el caso en que se crea un nuevo delito, sino también en aquel
en que se. encuentra la penalidad de un hecho que también. con-
sideraba 'Como delíctuoso la ley anterior. .

"Aún dentro del más estricto criterio positivista, la magni-
tud del ataque y la peligrosidad del delincuente debe apreciarse
en el momento en que se cometió el delito y no en el momento en que
se trata de aplicar la sanción. De donde se desprende también el
principio de irretroactívidad de la ley P~nal más severa.'

"Los casos tercero y cuarto se refieren a situaciones sus-
tanciales diversas de las precedentes. a las cuales no pueden apli-
carse los mismos principios. Cuando el legislador le suprime a un.
hecho el carácter delictuoso o aminora la penalidad .que antes te-
nía, quiere significar que habiendo cambiado las condiciones so-
ciales que imponían una represión, reconoce. ese nuevo hecho" y
modifica la legislación de acuerdo con ese cambio de circunstan-
cias. Lógicamente, en estos casos la nueva ley debe tener efecto
retroactivo, porque sería realmente aberrante que se pudiera man-
tener en la cárcel a un individuo por. un hecho que no siendo ya
delito, puede cometerse libremente, o que aún conservándose el',
carácter de delictuoso se le señale una pena menor que ya tiene
cumplida.

"Por último, cualquiera reforma del Código. Penal que le
diera' carácter retroactivo, a una Ley Penal más severa, violaría
el artículo 26 de la Constitución Nacional. porque al decir éste .que
nadie puede ser juzgado sino de acuerdo con la Ley preexisten-
te al hecho que se le imputa, no se refiere sólo a la forma y rítua-
lidad del juicio, sino también a la ley sustantiva, que fija la natu-
raleza y cuantía, de la:sanción.

"Por todas estas razones, estimo que debe conservarse sin.
modificación el principio adoptado sobre el particular por la an-
terior Comisión Colombiana y que consagra el Código Penal vi-
gente, COqlO todas las legislaciones modernas.

"En seguida el doctor Rey manifiesta que la preocupación
del doctor Lozano, tendiente a que se dé retroactívídad a la Ley:
Penal desfavorable, dentro de su criterio positivista, tiene impor--
tanda en tratándose del tránsito que ha de hacerse de la' actual



legislación rígidamente clásica a una nueva inspirada en princi-
pios positívístas, porque hasta ahora el Estado no se ha preocu~
pado por adoptar medidas especiales para reprimir los hechos de-o
lictuosos, cometidos por delincuentes instintivos. De esta suerte
tendrá que ocurrir fatalmente que a pesar de las medidas que se
tomen en la nueva ley. los delincuentes' instintivos, se beneficia-
rán de la benignidad de la legislación vigente, por falta de perso-
nal, técntca y científicamente preparado, que pueda hacerse una
distinción clara, precisa y nítida de las diversas categorías de de-
lincuentes, clasificación que requiere estudios especiales de an-
tropología, psicología, y Jueces de una preparación superior en
estas materias. Es verdad que el profesor Ferrt luchó porque la
ley desfavorable tuviera carácter retroactivo para los delíncuen-
tes habituales e instintivos, pero también es cierto que en ningún
código se ha consagrado tal principio, que por otra parte no es
necesario consignarlo en la legislación, porque la· misma escuela
positiva ha pre~ntado los remedios para atacar esa clase de de-
lincuentes, y así, ha preconizado la individualización, de la pena
mediante el estudio científico de cada delincuente y el establecí-
miento del arbitrio judicial, fuera de otras medidas de indiscuti-
ble importancia". (Acta No. 7, Tomo I. páginas 21 a 25).

LA LEY PENAL EN CUANTO AL TERRITORIO

Tiene una marcada importancia el estudio de la ley penal
en cuanto al territorio, dada la pluralidad de Estados, la facili-
dad de tránsito de las personas de uno a otro territorio y la di-
versidad de legislaciones en materia penal. Interesantes proble-
mas se relacionan con el concepto de la territorialidad de la
ley, especialmente en lo tocante a la adopción de los. me-
dios para sancionar a los delincuentes que eluden la acción del
Estado respectivo, y a la competencia para penar o juzgar los de-
litos cometidos en el extranjero.

Es principio aceptado que la territorialidad de la ley penal
tomada 'en un sentido muy estricto, ha impedido en cierta forma
la represión de la delincuencia. Para, solucionar las fallas resul-
tantes de tal sistema se han fijado en los Códigos normas de de-
recho penal internacional, que establecen los límites de aplicación es-
pecial de este derecho. El derecho penal internacional es inter-
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pretado actualmente como instrumento científico de protección me-
diante el cual los Estados pueden prestarse recíproca ayuda en
la lucha contra el delito. Según Líszt, "el concepto ha sido desa-
rrollado modernamente hasta comprender el auxilio que los Esta-
dos deben o pueden prestarse recíprocamente y tratando de dotar-
lo de un contenido sustantivo que abarque todo el derecho penal
común a todos los países, el conjunto de las normas dictadas por
la colectividad de los Estados civilizados".

En orden a fijar el alcance que las disposiciones penales
tienen desde el punto de vista del territorio, examinaremos las dis-
tintas cuestiones que con tal concepto se relacionan.

Concepto de la territorialidad

Predomina en el derecho penal el principio de la terrítoria-
Iídad de la Iey.t lo que equivale a decir que sólo tiene operancia,
generalmente, dentro del territorio o límites del Estado que la die- .
tó (leges non oblíqat extra territorium).

La territorialidad se torna en dos aspectos: positivo.s.para
indicar que la ley se aplica a todos los habitantes del territorio na-
cional; negativo, que quiere decir que no se aplica a nadie fuera
del territorio. Por su aspecto positivo es propio que el derecho pe-
nal formule con rigidez absoluta el principio de la territorialidad.
como lo hace el artículo 40. del Código Penal, que sólo deja a sal-
vo las excepciones reconocidas por el Derecho Internacional. Por

. su aspecto negativo el principio no obra con la misma rigidez.
pues. en defensa de determinados intereses . y de sus nacionales.
los Estados se reservan el derecho de aplicar la ley penal a los que
delinquen en el extranjero. dentro de ciertas condicione~ y circuns-
tancias determinadas por la misma ley.

El territorio es tomado en un sentido político para, com-
prender en él lo que se denomina el límite espacial de la sobera-
nía de un estado. abarcando así el espacio físico, el espacio aéreo.
el mar territorial, las naves y aeronaves de guerra en cualquier
parte en que se encuentren, y los barcos comerciales en alta mar.

Dé acuerdo con esta interpretación el principio de la terrí-
torialidad excede el concepto físico que del territorio se tiene. con-
sagrándose. en virtud del ejercicio de la soberanía o por conve-
nios internacionales; una aplicación más extensa de la ley penal. A
este respecto es importante destacar los casos de aplicación ex-
traterritorial de la ley en materia 'penal. Ellos son:
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Embajadas, Legaciones y Agentes Diplomáticos

La sustracción de ciertas zonas ocupadas por las represen-
.tacíones de otros países de carácter diplomático, a la aplicación
del principio de la territorialidad dé la ley, según las normas de
Derecho Internacional Público que han establecido la ficción, para
mayor seguridad e independencia en las relaciones políticas de
lo,s Estados, de que el territorio ocupado por esta clase de Iun-
cionarios y los bienes correspondientes a las Embajadas y Leqa-
dones, hacen parte del territorio del país representado. Aunque
en un principio se llevó esta ficción hasta el extremo de manera
absoluta la extraterritorialidad, hoy en día, se ha limitado y se re-
fiere principalmente a 1<:1 extensión de actos de jurisdicción penal,
con base en la inmunidad reconocida a los funcionarios diploma-
ticos.

El concepto de extraterritorialidad de ' que nos ocupamos
no comprende a las personas extrañas a las embajadas o leqa-
cienes, ni tampoco obra dicho principio respecto de" los consula-
dos, cuyas funciones son de carácter comercial. Conviene adver-
tir que en esta cuestión de inmunidad predominan las normas de
Derecho Internacional' y por eride los acuerdos entre los Estados.

N aves

Para los delitos cometidos en naves públicas o del Estado,
rige la ley nacional en todo caso, cualquiera que sea el lugar en
donde se encuentren, porque como en el caso anterior, por ficción
aceptada en el Derecho Internacional, se les considera como parte
del territorio nacional. En consecuencia no pueden estar los hechos
penales, sucedídos en las naves públicas, sometidos a la soberanía
de otros Estados. Las naves mercantes particulares son consíde-
radas territorio de] Estado bajo cuya bandera navegan, pero para
la aplicación de la ley penal precisa distinguir lo siguiente: los de-
litos cometidos en aguas territoriales o en alta .rnar quedan some-
tidos a la ley nacional. Los perpetrados en aguas territoriales de
otro Estado quedan sometidos a la jurisdicción del país a que co-
rresponde la zona marítima, pero si no son juzgados allí se aplí-
ea la ley nacional.

Algunas doctrinas penales hacen distinciones en este par-
ticular, sosteniendo que debe aplicarse la ley del Estado a que la•.
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nave pertenece si el hecho delictuoso cometido a bordo recae so-
bre personas o cosas propias a la nave. y la ley del país donde el,
barco esté. si los hechos criminales han producido trastorno exte-
rior. Las aeronaves se equiparan a naves.

Colonias

Para los países que tienen .dominios coloniales. aunque és-
tos quedan sometidos completamente a la soberanía del Estado a
que pertenecen. el sistema de aplicación de la ley penal no es uni-
forme y sus variaciones son impuestas en virtud de distintas cir-
cunstancias. En algunos países se aplica a las colonias la legis-
lación penal en iguales condiciones que a la metrópoli. En otros
se la modifica atendiendo a la idiosincrasia del lugar. a sus cos-
tumbres. al grado de desarrollo. etc.. o se las somete a un régimen
penal especial. Lo propio ocurre con relación a otros territorios
que no tienen el carácter de colonias.

Capitulaciones

Son excepciones en materia de aplicación territorial de la
ley penal, y consiste en que por medio de acuerdos o estipulaciones
se garantiza la aplicación de la' ley penal de un estado extranje-
ro. para .sus nacionales dentro de otro Estado.

Teorías sobre la aplicación de la ley penal

El problema de la aplicación de la ley penal en lo tocante
a la territorialidad. ha dado lugar a que se formulen distintas teo-
rías cuyo alcance vamos a exponer y a relacionar con nuestro sis-
tema penal.

la}.-La ley penal rige para tod\J6 los delitos que se co-
metan dentro del territorio de un Estado.

Corresponde esta doctrina a la aplicación plena de la ley
penal como estatuto real. La territorialidad de la ley penal en es-
te caso es completa y no toma en consideración la nacionalidad
del delincuente. ni la de la persona ofendida con el delito. como
tampoco la naturaleza del interés jurídíco lesionado. Por su as-
pecto positivo. este sistema hace operar la ley nacional para todos
los hechos ocurridos dentro del territorio. y por su aspecto nega--
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tivo impide la aplicación de la ley nacional tratándose de delitos
cometidos fuera del territorio.

La ley penal colombiana consagra un principio de territo-
rialidad más o menos absoluto, como que sólo salva las excepcío-
nes consagradas por el Derecho Internacional, pero tal principio.
como lo habíamos observado anteriormente, se refiere al aspecto
positivo de la territorialidad.
, La 'aplicación de la ley penal comprende a todos los habí-
tantes del 'te~ritorio nacional y desde -el punto de vista de los he-
chos delíctuosos se refiere a los que tienen su realización comple-
ta en el país, como a los que se consuman o frustran en él habien-
do sido iniciados en país extranjero.,

Sobre lo expuesto dispone el artículo 40. del Código Penal:
"La ley Penal Colombiana se aplica a todos los habi-

tantea del territorío nacional que: la infrinjan, salvo las ex'
cepciones reconocidas por el Derecho Internacional. Se con- '
sídera cometido en Colombia el delito que se principia a eje-
cutar en el exterior y que se consume o frustre en eil terríto- \
río nacional".

2a).-La ley penal ha de aplicarse a eodoe los nacionales
de un país, así se cometan los delitos dentro de su territorio o fue-
ra de él.

Este sistema del estatuto personal impone la aplicación de
la ley nacional sin consideración al lugar de comisión de los de-
litos. Sus principios no son admitidos precisamente porque en ma-
teria penal predomina el criterio de la territorialidad. Es cierto
que' en algunos casos hay lugar a aplicar la ley penal a los nacio-
nales por hechos cometidos fuera del territorio, pero esto ocurre
por excepción y en virtud de otros factores que ya tendremos oca-
sión de analizar. '

La teoría de la aplicación personal es tomada por dos aS4

pectos: perso~alidad activa, cuando opera para los nacionales que
delinquen en el extranjero, sin consideración a la persona ofendi-
da o al interés jurídico lesionado; personalidad pasiva, cuando
sanciona al delincuente por delitos cometidos en al extranjero. que
afectan los intereses del Estado o de sus nacionales. Esta ,última
forma tiene ejercicio en nuestro derecho, con Ios requisitos y con-
diciones que un poco más adelante analizaremos. '

3a)'.-La ley penal rig-e para los delitos cometidos en
cualquier lugar, sin consideración a la nacionalidad del de-
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lincuente, si ofende los intereses jurídicos del Estado o de sus na-
cionales.

Este criterio se funda en el principio de que el Estado tie-
ne el derecho y la obligación de amparar con la ley penal su pro-
pio ordenamiento jurídico, los intereses y el patrimonio de sus
asociados. La ley penal colombiana también adopta este princi-
pio de extraterritorialidad, aunque no rige de una manera abso-
luta.

4a.)~La ley penal de un Estado se aplica a ~JS hechos por
ella definidos como puníbles, háyase cometido el delito en el país
o en el extranjero, sea nacional o extranjero, siempre que el de-
lincuente no haya sido sancionado en el exterior o que la pena
impuesta haya sido insuficiente, si el infractor se encuentra dentro
del Estado que va a aplicar la ley.

En la forma más' completa desenvuelve esta orientación el
principio de la extraterritorialidad de la ley penal pues no ope-
ran las limitaciones que aparecen en las anteriores teorías sobre
la extraterritorialidad de la ley. Respecto de nuestro régimen pe-
nal puede decirse que son también acogidos los principios de es-
ta última teoría, pero restringida a ciertos casos y con el lleno
de precisas formalidades consagradas en la ley.

Para que se vea cuál es el alcance que en nuestro derecho-
tiene la aplicación extraterritorial de la ley penal, pasamos a co-
mentar lo dispuesto en los artículos 50., 60., 70. y 80. del Código:

Se aplica la ley penal colombiana.
a) .~A los nacionales o extranjeros que, fuera del terríto-

rio de la república, cometan delito contra la seguridad interior o
exterior del Estado, falsifiquen moneda que tenga curso legal en
Colombia, o documentos de crédito público colombiano, papel se-
lIado o estampillas de timbre nacional..

b) .~A los que falsifiquen monedas extranjeras que tengan
curso legal en Colombia, si se las destinaba a ser introducidas al
territorio nacional.

En ambos casos opera la aplicación de la Ley colombiana
si el delincuente no ha sido juzgado en el exterior, o si. habiendo
sido juzgado fue absuelto o condenado a sanción menor de la se--
ñalada en la Ley Colombiana.

Tal es lo que disponen los artículos 50. y 60., cuyas nor-
mas tratan de garantizar efícientemente la defensa de intereses po-
líticos y económicos del Estado. Dichas fórmulas legales las han



adoptado los países para prevenir la comision de hechos que, por
presentarse fuera de sus respectivos territorios, pueden no. ser
sancionados con una penalidad suficiente o. ínvestíqados con la de-
bida diligencia 'en otros Estados, pür no. ofender de una manera in-
mediata sus intereses.

Se observa que tanto. en el caso. de condenación como de
absolución por los delitos enunciados, la ley colombiana no. reco-
noce las sentencias dictadas por Tribunales Extranjeros, ni da mé-
rito. a la cosa juzgada, corno que se reserva el derecho. de un nue-
vo juicio. si ha habido. absolución o. cuando. la pena impuesta re-
suIta inferior a la señalada por el Código. Penal. Acepta sí, en ea-
so. de condenación, el descontar como parte de la pena la que ha-
ya sido. impuesta y satisfecha pür causa de la sentencia proferí-
da en otro país.

c ) .- A los nacionales que delinquen en el exterior cuando
el delito. cometido tiene en nuestro. Código. una sanción privativa
de la libertad no. menor de dos años, y siempre que el delincuente
se encuentre en territorio nacional después de la comisión del de-
lito...

d).-A los nacionales, en las mismas condiciones del caso
anterior y cuando. la pena es de menor gravedad a la expresada,
pero. únicamente por querella de parte o. a petición del Procurador
General de la Nación.

e).-A los agentes diplomáticos y, consulares que delin-
quen en el exterior, cualquiera que sea el delito. cometido y la pe-
na que el hecho. acaree, porque para estos Funcionarios no. sü? vá-
lidas las restricciones de que hemos hablado. para los demás na-
cíonales. Tampoco. es indispensable en este caso. la querella de
parte o. la petición del Procurador General de la Nación si se tra-
ta de hechos investigables de oficio.

f).- A los funcionarios públicos, distintos de los agentes
diplomáticos y consulares, que delincan en el exterior en ejercí-

, cío de sus funciones.
La razón para que el Código. proceda con más severidad

respecto. de los agentes diplomáticos y consulares, y demás fun-
cionarios públicos, quedó expresada por el doctor Lozano al díscu-
tir el inciso. 30.. del ordinal 1o. del artículo. 70.' Según el doctor Lo-
zano "los agentes diplomáticos y. consulares, por la círcunstan-
cia de güzar de inmunidad y por el hecho. de llevar la representa-
ción del nombre de Colombia, tienen especial oblíqación de obser-
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var una conducta irreprochable y deben por tanto ser sanciona-
dos por las infracciones que cometan sean ellas ejecutadas en su
carácter de diplomáticos O no lo sean. Respecto de los demás fun-
cionarios la disposición se refiere únicamente a los delitos come-
tidos en ejercicio de sus funciones.

. g) .-Se aplica la ley colombiana a los extranjeros que, fue-
ra del caso ya enunciado, se encuentren en Colombia después de
haber delinquido en el exterior. si el delito es en perjuicio del Es-
tado o de un nacional colombiano y acarrea en la ley penal co-
lombiana una sanción privativa de la libertad no menor de dos
años .

. .h).-Por último, hay lugar a aplicar la ley penal colom-
biana a los extranjeros que delinquen en el exterior en perjuicio
de extranjeros, pero reuniéndose los siguientes requisitos, de que

. da cuenta el ordinal 30. del artículo 70.: lo.) Que el delincuente
se halle en territorio de Colombia; 20.) Que el delito tenga seña-
lada una sanción privativa de la libertad no menor de cuatro años;
30.) Que no se trate de delitos político-sociales y 40.) Que no se
haya solicitado extra dicción o que, ofrecida ésta, no hubíere sido
aceptada por el gobierno del país competente para juzgar al delin-
cuente.

Fuera de los anteriores requisitos que en mucho restrin-
gen la aplicación de la ley penal para hechos cometidos por ex-
tranjeros fuera del territorio nacional. también exige la ley peti-
ción o querella de parte o del Procurador General de la Nación.

Para terminar el examen de estas disposiciones conviene
hacer notar que solamente en los casos a) y b) de los que ya e-
nunciamos, el Estado Colombiano no reconoce el mérito de las sen-
tencias proferidas en el exterior, porque se trata de defender in-
tereses fundamentales del mismo Estado. En cambio para los de-
más casos de aplicación extraterritorial de la ley el artículo 80.
declara de manera expresa que "no se procederá contra el que ha-
ya sido juzgado en el exterior".

Para una mejor comprensión de los artículos de que hemos
tratado. insertaremos a continuación lo pertinente de las Actas de
la Comisión de Reformas Penales ....

3) Territorialidad de la ley Penal....

"Sobre el primer punto (aplicación de la ley penal a los di-
plomáticos), el doctor Escallón informa que la Comisión anterior
pensó que las excepciones relativas a los diplomáticos están regla-



mentadas en el Derecho Internacional Público, de modo que la
Ley penal colombiana debe aplicarse de conformidad con esas
excepciones pero considera conveniente que se estudie el punto
-de vista para ver si es mejor reglamentar la cuestión en el PIa-
yecto que va a elaborarse.

"El doctor Cárdenas corrobora lo dicho por el doctor Es-
callón, y al efecto leyó lo pertinente del acta de la anterior Comi-
sión, en la cual se dice:

I "Al estudiarse el artículo 50. de la Ley 109 de 1922 obser-
varon los miembros de la Comisión que ningún objeto tiene ha-
blar en este Código de las inmunidades que reconoce el Derecho
Internacional, puesto que para que la excepción constituida por
ellas fuera eficaz, se necesitaría enumerar tales inmunidades, lo
cual, sería exótico hacer en el Código Penal". (Acta número 4:
Tomo I. Páqínas 13 y 14).

"Continuó el estudio del proyecto de la anterior Comisión
Colombiana, y en discusión el artículo' referente a la territoriali-
dad de la ley penal, se convino en consagrar en el mismo articu-
lo la excepción referente a los principios universalmente aceptados
por el Derecho Internacional. En seguida el doctor Lozano consi-
deró necesario que se previera el caso de aquellos delitos que han,
.tenido un principio de ejecución en el territorio extranjero y se'
consuman o frustran en Colombia. Para patentizar 'la importancia
del asunto puso como ejemplo el caso de que desde Panamá, o cual-
quier otro país, se enviara a una persona residente en Colombia
un paquete contentivo de comesúbles envenenados, remitido con
la intención de causar la muerte al destinatario. En el caso del
ejemplo. debe considerarse el delito cometido en Colombia o en el
Exterior? Si lo primero, el acto debe quedar sometido a la ley co-
lombiana; si lo segundo, a la ley extranjera. En el primer extremo,
las autoridades colombianas tienen jurisdicción para juzgarlo; en
el segundo, carecen de ella". (Acta número 8. Tomo I. Pág. 26).

"Antes de -prmcipiar la discusión sobre el artículo 80. el
doctor Lozano considera que debe defínírse en el proyecto lo que
comprende el territorio nacional. porque a falta de definición po-
dría darse una torcida interpretación al artículo 40., ya que en Co-
lombia hay regla de interpretación legal consistente en que las 'pa-
labras que no hayan sido definidas por el legislador se entenderán
en su sentido natural y obvio. según el uso general de las mis-
mas palabras, de modo que podría entenderse que la palabra te-
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rirtorio comprende sólo la porción de tierra, situada dentro de los-
límites de 'la Nación, quedando entonces excluídas las naves de
guerra nacionales, las aeronaves, los barcos mercantes colombía-
nos en alta mar y aun el mar territorial. '

"El doctor Escallón considera que no es necesario hacer
una especificación de lo que comprende el territorio, porque juri-
dicamente y de acuerdo con las normas del Derecho Internacio-
nal Público, el territorio comprende también el espacio aéreo que
cubre la extensión territorial, el mar territorial, las naves y aero-
naves de guerra en .cualquíer parte en que se encuentren y los
barcos comerciales en alta mar". (Acta número 11. Tomo 1. Pá-

\

gina 34).
4) . Extraterritorialidad de la ley penal.
"El doctor Lozano desea que se defina el pensamiento de

la Comisión en cuanto a los delitos cometidos en el extranjero y
que afectan la seguridad o los intereses de Colombia, tales como
los siguientes: Falsificación de moneda o título de deuda pública
colombiana; comisión de hechos considerados como ilícitos en ,ei
país en que se llevan a cabo y que constituyen delito según la Ley
Colombiana. En el primer caso contemplado puede suceder que
el autor del delito haya sido juzgado y sancionado donde se eje-
cutó y después de haber dictado el fallo, el delincuente entre al
territorio colombiano. Debe juzgársele de nuevo aquí? A este
respecto manifiesta el mismo doctor Lozano. que el Código Italia-
no de 1890 resuelve el problema en forma afirmativa, poniendo
como condición que el Ministerio de Justicia solicite el nuevo juz~'
gamiento. Si se adopta la solución del Código Italiano, habrá de
contemplar, si es el caso de tener en cuenta la parte de pena que
haya sido cumplida en el extranjero, para computársela en el nue-
vo fallo. Y si se acepta ese cómputo, es preciso definir si el cálcu-
lo para la reducción se basa en la pena contemplada por la ley o'
en la sanción realmente impuesta en la sentencia al autor del de-
lito.

"El doctor Cárdenas manifestó que los casos presentados
por el doctor Lozano estaban contemplados en el anterior proyec-
to de la Comisión Colombiaria en sus artículos 50. y 60. a los cua~'
les dio lectura, y considera que sí es pertinente el segundo juzga-
miento si la ley colombiana es mas severa que la extranjera, para
aplicar al delincuente el exceso.' Agrega, que por otra parte, las'
disposiciones preliminares del proyecto armonizan con los princi-
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pios modernos del Derecho Internacional en cuanto a que las na-
ciones deben ser solidarias para la represión de la delincuencia,
represión penal que no debiera tener fronteras, sobre todo tratán-
dose de cierta clase de delitos.

"El doctor Rey expresó que en cuanto a extraterritoriali-
dad la Ley Penal debía tenerse en cuenta el principio de la reci-
procidad legislativa y diplomática. '

"El doctor Escallón considera que la Ley Penal debe pro-
veer a la defensa de los intereses políticos y económicos del Es-
tado, sea que el' delito haya sido juzgado o no en el exterior. Ex-
plicó que el ordinal primero del artículo 50. del proyecto es la
consagración. del principio del Estatuto personal, y que el ordi-
nal 20. señala los delitos cometidos en, el exterior por un extran-
jero que pueden ser juzgados en Colombia, con la formalidad de
que haya acusación de parte o petición del Procurador General
de la Nación. Quizá podría adicionarse este ordinal con la frase
"salvo lo dispuesto en los convenios internacionales".

"Respecto a esta materia considera que la ley colombiana
debe contener los siguientes principios fundamentales: lo.)-To-
do habitante del, territorio nacional está sujeto al imperio de la
ley Penal Colombiana. salvo las excepciones consignadas en el
Derecho Internacional; 20.) - La Ley Colombiana debe reprimir
todos los delitos aunque se cometan en el Exterior, que afecten
los intereses políticos o económicos del Estado; 30.) - Personali-
dad; es natural que la Ley Colombiana siga a los nacionales y con-
sidera que como no estamos todavía en condiciones de conceder la
extra dicción de los propios nacionales, éstos deben ser juzqados
aquí por los delitos que cometan en el exterior, pero únicamente
cuando se trate de delitos graves, o sea, por los mismos delitos
que se concede la extradición: 40.) - [uzqamiento de los delitos
cometidos en el Exterior por extranjeros que luego vienen a Co-
lombia, cuando estos delitos afectan derechos o intereses colom-
bianos.

"Sobre el cuarto punto, el doctor Lozano considera que no .
debe esperarse la solicitud de extradición sino ofrecerla espontá-
neamente por la autoridad colombiana, y aún más, verificar la en-
trega del delincuente sin solicitud ni oferta.

"El mismo doctor Lozano pregunta si los jefes de Estado
extranjeros, que tienen facultad para juzgar" pueden hacerlo sobre
su propio séquito estando en territorio colombiano, a lo cual res-
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ponden los demás miembros de la Comisión que los jefes de Esta-
do no son inmunes en Colombia, pero no pueden ser juzgados
aquí.

"El doctor Escallón agrega que sólo en los casos de naves
de guerra extranjeras que se encuentren en aguas territoriales co-
lombianas o cuando mediante los trámifes constitucionales se au-
toriza el paso de tropas extranjeras por el territorio nacional. pue-
den las autoridades correspondientes juzgar de acuerdo con su
propia ley a los que hagan parte de los ejércitos o de la tripula-

-ción y oficialidad de las naves de guerra. (Acta número 5: Tomo
X. Páginas 15 y 16).

50.)-Numeral lo. inciso 30. Fue propuesto por el doctor
Lozano, quien considera que los agentes diplomáticos y consu-
lares por la circunstancia de gozar de inmunidad, y por el he-
cho de llevar la representación del nombre de Colombia, tienen
especial obligación de observar una conducta irreprochable y de-
ben por tanto ser sancionados por las infracciones que cometan,
sean ellas ejecutadas en su carácter de Diplomáticos o no lo sean.
El doctor t Cárdenas. acepta este criterio de severidad para los
agentes diplomáticos y consulares, pero estima que otros Iuncio-
narios se encuentren en el -Exterior, tales como los encargado.s de
misiones especiales, como compra de armamentos, etc., a los cua-
les. sólo debe aplicárseles la disposición en cuanto el ejercicio de
sus funciones rompa la legalidad, es decir en cuanto delincan en
ejercicio de aquellas funciones. '.

60.) Numeral 30.- "El numeral tercero fue propuesto por
el doctor Lozano, quien lo explicó manifestando que era un de-
ber de .solidaridad internacional y de defensa social de todas las
naciones, sancionar a los de!encuentes en cualquier lugar en que
se encuentren. Si un extranjero comete en el exterior un delito en
perjuicio de otro extranjero, y viene luego a nuestra República, es-
tamos en la obligación de procurar que no se quede impune la'
infracción por él cometida. Si se pide su extradición no hay di-
ficultad, porque ella será concedida m~diante las formalidades
que sean del caso. Si tal extradición no se solicita, debe ofrecer-
se, y si esta oferta no fuere aceptada, es necesario proceder a su
juzgamiento aquí, aunque el delito cometido por dicho extranjero
no esté previsto en la legislación de! país donde se cometió, siem-
pre que en Colombia sí tenga ese carácter y esté sancionado con
una pena. En e! caso contemplado por el humeral que propongo.



agrega el doctor Lozano, no basta la expulsión de ese extranjero
peligroso para la sociedad, porque este remedio seguramente será
aplicado también en los otros países, y así veríamos que tal delin-
cuente se expulsaba de Colombia para Venezuela, de allí para
otro país, y así sucesivamente, lo que indicaría sencillamente una
cobardía de los Estados para reprimir la peligrosidad revelada
por el delincuente. Estima además que para proceder contra tales
sindicados bastaría solicitud de parte y no acusación formal.

"En relación con .el caso contemplado por el doctor .Loza-
no, observa el doctor Escallón que si el hecho cometido por el ex-'
tranjero en el exterior no está considerado como delito, no hubo
violación del orden jurídico, y que por consiquíente, no habría lu-
gar a aplicar esa disposición en la cual se habla de delito. Seme-
jante a esta apreciación es la del doctor Rey, quien dice que no
habría fundamento para castigar, por ejemplo, a un extranjero que
hubiere estado amancebado en Francia, en donde tal hecho no es
un delito, y luego viniera a Colombia, en donde si es delito el
amancebamiento. Tal individuo no violó el orden Jurídico en Fran-
cia ni ha revelado peligrosidad en ninguno de los dos países. Pa-
ra el delincuente verdaderamente peligroso bastaría tomar una me-
dida como al expulsión; por otra parte,' si ofrecida la extradición
no la acepta el país extranjero. mucho menos se preocupará por
ayudar a Colombia en la investigación. (Acta número 9. Tomo L
Páginas 29 y 30).

"En seguida el mismo doctor Rey solicita se considere el
nacional o extranjero que juzgado en el exterior haya sido ab-
suelto. como también el caso de prescripción de la pena y el de que
el hecho que dio lugar al juzgamiento no se encuentre erigido en
delito. En el caso de absolución en país extranjero. estima' que no
debe verificarse aquí un nuevo proceso. salvo que se trate de de-
litos que atenten contra la seguridad del Estado Colombiano" o
hechos delictuosos similares a ese.

"El doctor Lozano manifiesta que en los artículos aproba-
dos en el proyecto de la anterior Comisión, no se dice expresa-
mente que los nacionales o extranjeros que hayan obtenido senten-
cia absolutoria en el exterior deban ser juzgados de nuevo aquí:
y por consiguiente, sí se llega a adoptar tal criterio, del cual por
ningún motivo es partidario, debe entonces consignarse de mane-
ra precisa y nítida en el Código Penal. El artículo 70. no se re-•fiere a los casos de absoluciones, porque allí únicamente se habla
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del caso de condenación; y una pena, por muy pequeña que sea,
no puede ser comparada con la absolución. En cuanto al fondo
del mismo problema, estima que sería monstruoso volver a juzgar
a quien por el"fallo absolutorio goza de verdadera patente de ino-
cencia.

"El procesado que ha superado todo un proceso y obtenido
una sentencia absolutoria, tiene un verdadero derecho adquitido
para no ser perturbado ni perseguido por los mismos hechos ya
estudiados y decididos favorablemente a su libertad e indepen-
dencia. Instruír un segundo proceso, después de un fallo absoluto-
rio, sería atentar contra la tranquilidad personal: la vida humana
sería imposible si no se pone un límite al juzqamíento de la con-
ducta de -Ios asociados. Supóngase Una acusación calumniosa que
termina con un fallo absolutorio. Qué justicia y qué fundamento
puede haber para volver a juzgar al p;-ocesado? .. En caso de ab-
solución en fallo pronunciado en el exterior, sólo sería posible la
revisión cuando el delito atente contra la independencia o vla se-
guridad del Estado Colombiano. Quien ha sido absuelto en un
proceso no puede ser considerado como delincuente.

"El doctor Cárdenas manifiesta . que la interpretación del
artículo 70., en discusión, se encuentra claramente establecida en
las actas de la, anterior Comisión Colombiana. Al efecto leyó lo
pertinente al Acta número 13, que dice:

"Al discutirse este artículo se suscitaron los siguientes pun-
tos: pudiera suceder que una persona fuera condenada en un país
extranjero y luego viniera a Colombia. Naturalmente no se le po-
dría someter de nuevo en Colombia a la tortura moral de otro proce-
so para fijar la pena que de acuerdo con la legislación colombiana
habría de corresponderle. El Ministerio Público, de oficio y en
vista de la sentencia extranjera, y tomando en cuenta las disposi-
ciones del Código Penal. decidirá si se ha impuesto una pena ma-
yor o por lo menos igual. o si se ha impuesto una pena menor, ca-
so este último en el cual el Ministerio Público tendría el deber de
poner el asunto en conocimiento de las autoridades judiciales pa-
ra que adelanten el procedimiento, de acuerdo con las normas le-
gales.

"Esta disposición permitirá castigar en Colombia al ex-
tranjero que habiendo delinquido contra Colombia o contra un
colombiano, haya obtenido una absolución escandalosa en su pro-
pia" patria, o a quien se le haya impuesto una pena irrisoria.
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"Por otra parte con esto no se violaría el principio non
bis in ídem, ya que la pena que se hubiera impuesto, cumplida en
el exterior, se tendría en cuenta al ejecutar la sentencia que se
dictara en ,Colombia.

"En consecuencia, agrega el doctor Cárdenas, debe verífí-
carse en Colombia un nuevo proceso siempre que se trate de delí-
tos contra la seguridad del Estado u otros de semejante gravedad.
La razón de este precepto estriba en que seguramente en un país
extranjero, los Tribunales no tienen interés en reprimir con la
justicia debida los delitos cometidos' en su territorio contra la se-
guridad del Estado Colombiano. Por otra parte, si el doctor Lo-
zano acepta un segundo juzgamiento en Colombia cuando la pena
impuesta en el extranjero es inferior a la que ese delito tiene se-
ñalada en Colombia, siempre que el hecho atente contra la segu~
ridad de esta República, entonces, en buena lógica debe aceptar un
nuevo proceso cuando el delincuente ha sido absuelto, porque tan-
to en el primer caso como en el sequndo se hace una excepción al
principio de la cosa juzgada.

"En seguida, el doctor Escallón analizó los diversos casos
contemplados en los artículos 50. y 60., para concluír que deben
ser juzgados en Colombia todos los que hayan delinquido en los
casos previstos en esos artículos, aunque serán juzgados de nuevo
en Colombia los que hayan cumplido una condenación a pena
igualo mayor de la que impone la ley colombiana. (Acta número
X. Tomo 1. Páginas 31 a 33).

Extradición

La extradición comprende un procedimiento de orden in-
ternacional mediante el cual, para evitar la impunidad de Iosdell-
tos, los Estados entregan a los delincuentes que se refugian en su
territorio, después de haber infringido la ley penal en el exterior,
para que sean juzgados por el Estado competente, o reclaman, pa-
ra su juzgamiento, el infractor que se refugia en país extraño.

Esta institución a que recurre el derecho penal moderno
complementa los sistemas de aplicación extraterritorial de la ley
penal cuando no es posible ponerlos en ejercicio, y cumple una
función defensiva de los Estados en su lucha común contra la de-
lincuencia. Antiguamente existía una institución absolutamente
contraria a la extradición, conocida con el nombre de derecho



de asilo que amparaba los delincuentes refugiados e'IJ. un Estado'
extraño, y que impedía toda colaboración internacional para una
represión eficaz de los delitos.

La extradición significa jurídicamente el reconocimiento
de la competencia de un Estado para sancionar a un delincuente
y esa la vez una colaboración por parte de otra nación para que
ejercite su derecho' el Estado en cuyo territorio se cometió la in-
fracción. •

Para fundamentar esta institución se atiende por algunos
tratadistas a un concepto de utilidad consistente en que es posi-
ble por este medio que todo delincuente sea sentenciado, mante-
niéndose en esta forma el respeto y el temor a las disposiciones
penales. Otros basan la extradición en un ,principio de justicia
afirmando que a todo delito debe corresponder una pena, a cuyo
cumplimiento pueden cooperar todos los Estados. Por último, se:
invoca como fundamento de más significación la defensa de los
intereses sociales que es la razón positiva del derecho penal. ínte-
reses estos que no se refieren a un Estado o nación en particular"
sino que hacen relación a la sociedad humana.
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Sistemas de extradición
, (

La extradición puede ser activa o pasiva: la primera se
presenta cuando un Estado solicita la remisión o entrega de un
delincuente, o cuando la ofrece. La segunda cuando concede o níe-
ga su entrega al Estado competente para juzgar al infractor.

Desde el punto de vista del procedimiento para' ofrecer o
solicitar la extradíccíón puede ser un acto administrativo si se de-
ja en manos del Gobierno la facultad de otorgarla; jurisdiccional,
si se atribuye a la rama judicial la resolución respectiva, o mixto"
si el gobierno requiere el concepto de las autoridades judiciales.

La extradición en el derecho penal colombiano

Esta materia aparece definida por el artículo 90. del Códí-
go Penal y su reglamentación la hace el de Procedimiento Penar
en Ios artículos 708 a 715 de una parte, y el Decreto número 2.220
de 1938, de otra.

La disposición sustantiva establece:
Artículo 90.-"La extradición se concederá u ofrecerá de

acuerdo con los tratados públicos.
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A falta -de tratado-s piíblicos. el Gobierno ofrecerá o con-
-cederá la extradició~ .conforme a los trámites establecidos én el
Código' de Procedímíento Penal, y previo dictamen favorable de
la Corte Suprema :de Justicia en el segundo caso.

.No se concederá la extradición de colombianos ni la de
delincuentes político-sociales",

De acuerdo. con el texto. transcrito la extradición en el De-
recho. Penal Colombiano se rige por los siguientes principios:

lo.)-El ofrecimiento o. concesión de la extradición ope-
ra en primer término. de acuerdo. con los tratados públicos, siste-
ma éste que acoqe los postulados de la reciprocidad ínternacio-:
nal en la lucha contra el delito. En el caso 'de existir acuerdos in-
ternacíonales .al respecto, Ia extradición es un acto. atribuído. aL
Gobtemo cuyo. trámite queda sometido a lo. que dispongan los tra-
tados públicos,

20.) -Si la extradición no. ha sido. materia de tratados pú-
blícos su otorqamiento u ofrecimiento reviste los caracteres de un.
acto mixto por cuanto. requiere dictamen previo y favorable de la
Corte Suprema de Justicia. (c. de P. P. artículo. 710).

A más de esta exigencia, el artículo. 709 somete la oferta u
otorqamiento de la extradición a las condiciones siguientes: a).
Que el hecho. que lamütiv~ esté previsto como. delito en Colom-
bia y reprimido con una .sancíón privativa d~ la libertad no. me-
nor de cuatro años, y b)-Que por lo menos se haya dictado en
el exterior auto de proceder o. su equivalente. Por su parte el ar-
tículo. 711 del C. de P. P. 'dispone:

"El Gobierno. podrá subordinar la oferta o concesión de la
extradición a las condiciones que considere oportunas; pero en
todo caso deberá exigir que el extradido no vaya a ser juzgado
por un hecho anterior o diverso del que motiva la extradición,
ni sometido a sanciones distintas de las' que se le hubieran im-
puesto en la condena",

30. ) - Para los nacionales colombianos que delinquen en el
exterior, el artículo 90.. prohibe enabsoluto la extradición. El cri-
terio. 'eq este caso. es el de aplicar a los nacionales el derecho pe-
nal colombiano y someterlos a juicio. conforme a las leyes del Es-
tado, en garantía -de los intereses del nacional y sin dejar por es-
to de cooperar en la lucha contra la delincuencia. Ya vimos cómo.
Ios artículos 50., 60.. Y 70... del Código. Penal. autorizan la aplica-
ción de la ley para los delítos cometidos en el exterior. Tratán-
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dose de nacionales colombianos es claro que el Estado debe re-
servarse el derecho de juzgarlos si están en el territorio del país
después de la comisión de los delitos, pues al entreqarlos a otro
Estado dejaría de tutelar sus intereses y los sometería a situacío-
nes difíciles y peligrosas.

La no extradición de nacionales se refiere a la concesión
U ofrecimiento, pues otra cosa es la solicitud de nacionales o ex-
tranjeros para ser juzgados en el país, lo cual autoriza plenamen-
te el Artículo 714 del Código de Procedimiento Penal. Dice la dís-
posición:

"Cuando se díctare auto de proceder contra un sindicado
que estuvíere en el exterior y se trataré de un caso previsto en los
convenios internacionales, o a falta de éstos, de un delito común
que tuviere señalada una sanción privativa de la libertad no in-
ferior a cuatro años, el Juez o Tribunal que conociere del proceso
en' primera o única instancia pedirá al Gobierno, por el conducto
regular, que solicite dicho procesado, para 10 cual remitirá co-
pia del aueo de proceder y de todos los documentos que estima-
re conducentes". ,

40.),....... Para los delincuentes político-sociales tampoco es
admisible la extradición y al declararlo así el Código acoge la
doctrina penal dominante en este aspecto, según la cual esta es-
pecie de delincuencia. no ofrece peligrosidad en el sentido que es
propio a los infractores comunes de la ley, por tratarse de hechos
cuya motivación es casi siempre altruísta o noble y de individuos
que apenas podrán constituír amenaza para el Estado en el cual
delinquen. La prohibición se refiere tanto a la extradición activa
como a la pasiva.

Todos los Estados modernos acogen esta tesis, pero el pro-
blema está en saber cuáles son 'en realidad los llamados delitos po-
lítico-sociales, cuestión bastante compleja y en cuya definición no
están muy acordes los juristas. Al estudiar la clasifícacíón de los
delitos tendremos. oportunidad de referimos a este asunto de una
manera detenida.

(Actas de la Comisión de Reformas Penales sobre el ar-
tículo 90.)
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Extradición

"El doctor Escallón manifestó que el caso debía estudiarse:
.desde dos puntos de vista: 10.- Delitos cometidos por colornbía-
nos: 20.-Delitos cometidos por extranjeros. Considera que cuan-
do se trate de delitos cometidos por colombianos o contra íntere-
oses colombianos, nuestra República tiene competencia para juzgar
al delincuente; en caso contrario, puede conceder la extradición
si se trata de extranjeros. La base de la extradición se en-
cuentra en que un Estado no competente para juzgar a un indivi-
duo, lo entregue al Estado que sí tiene competencia; es como un
caso de competencia de jurisdicción entre Estados. Por consí-
guiente, si hay intereses colombianos afectados por el delito, sea

. por las consecuencias de la acción o por la nacionalidad del aqen-
te, las autoridades colombianas son competentes para juzgarlos.

"El doctor Lozano opina que en estas materias lo más ím-
portante es buscar estos dos fines: sancionar al colombiano que
delinque y defender los intereses colombianos, cualquiera que sea
la nacionalidad de quien los ofende. En cuanto a delitos cometi-
dos por extranjeros contra personas o intereses extranjeros tam-
bién, podría establecerse que' no- habiendo extradición, si el de-
lincuente se encuentra en Colombia debe ser juzgado aquí, porque
lo que decide del juzgamiento de una persona no es la violación
del orden jurídico de su país, sino que por ser delincuente es pe-
ligroso para la sociedad en que se encuentra, porque la psicología
demuestra que si un individuo es delincuente por tendencia con-
génita o por hábito, no mejoran sus condiciones morales por el
cambio de ambiente. A ningún Estado le conviene tener en su se-
no individuos peligrosos, y si por dificultades de orden práctico
para allegar los elementos necesarios de investigación, no puede "
juzgarlo, es esta razón suficiente para que se establezca en la le-
gislación penal el instituto de la oferta de extradición.

"El doctor Cárdenas manifiesta que en realidad no puede
ser indiferente para Colombia, como no lo es para ningún país, la
"llegada a su territorio de personas que hayan delinquido en el
exterior y aun contra intereses extranjeros, sin haber sido juzga-
dos; tal indiferencia podría convertir a Colombia en refugio de
criminales. La oferta de" extradición no remediaría tal situación,
porque desgraciadamente se observa en la práctica que los países
.en donde tales delitos se, cometen, no se preocupan por obtener la
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entrega de los delincuentes, sino que se despreocupan de ellos y
estiman más bien provechoso desprenderse definitivamente de ele-
mentos que consideran peligrosos para su orden y seguridad in-
terior.

"Tal vez id medio más eficaz sería acoger la doctrina pre-
conizada en las últimas conferencias internacionales de carácter
penal. y según la cual debe existir tal reciprocidad de carácter in-
ternacional en la lucha contra el delito. que en cualquier país en
donde se refugie el delincuente, cualquiera que haya sido el delito
cometido. con excepción de los que tengan carácter estrictamen-
te político. allí puede y debe juzgársele.

"El doctor Rey cree' que la teoría del doctor Lozano tro-
pieza en la práctica con la dificultad de que no se puede estable-
cer previamente la peligrosidad de un individuo sin verificar una
minuciosa investigación, para. saber si se' trata de un delincuente
pasional, ocasional. habitual o instintivo. Y aun terminada la in-
vestigación lo más que podría hacerse sería ofrecer la extradición,
y tomar entre tanto medidas de seguridad internas, inclusi-
ve la de expulsar del territorio al delincuente. En esta materia,
como en otras muchas 'del derecho penal, más que los criterios de
Escuela debe seguirse una orientación pragmática"". (Acta No.
6. Tomo I. Páginas 17 y 18).

"Con respecto al segundo inciso, el doctor Lozano consi-
dera que debe establecerse un sistema que facilite la extradición,
aun en' caso de ruptura de relaciones diplomáticas entre el Esta-
do que la solicita y el que la concede. Piensa que no debe acep-
tarse la reciprocidad en la oferta de extradición, porque no de-
be dársele a ésta un carácter diplomático.

"El doctor Escallón considera que no debe festinarse el
asunto de la extradición, sino que antes de hacerla imperativa pa-
ra el, gobierno, debe someterse el punto a un estudio muy rninu-
ciosopara evitar inconvenientes en el futuro. Opina que no de-
be darse carácter imperativo a la extradición' hasta que haya
un número considerable de naciones que acepten el mismo pnncí-:
pío, y que de los tres sistemas de extradición que existen actual-
mente, el judicial, en que decide el poder judicial, el administra-
tivo, que deja en manos del Gobierno la facultad de conceder o
no la extradición y el mixto, en que se oye el concepto u opi-
nión de las autoridades judiciales, pero se deja al Gobierno. cuan-
do el concepto del Poder Judicial/se pronuncia por la extradición"
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la facultad de' concederla o no; tal vez es más aconsejable adop-
tar este último, dadas las actuales circunstancias de hecho aun-
que doctrmariamente ofrezca e! primero mayores garantías para
el individuo,

"El Dr. Cárdenas manifiesta que no debe darse intervención
a la Corte Suprema en las ofertas de extradición, porque ello podría
dar margen a conflictos y dificultades en que no debe verse envuelta
la más alta Corporación Judicial de! País. Para ilustrar su punto
de vista pone como ejemplo el caso de que la Corte, después de
estudiar los documentos que se hayan levantado en Colombia. au-
torice la oferta de extradición de un individuo, y como luego ten-
dría que estudiar también los ',documentos que mandaran de! ex-
terior, podría acontecer que merced a esos nuevos documentos
que primero tUV0 a 1u estudio, de un delito común, si no de un
delito político-social; para los cuales el mismo artículo prohibe' la
extradíccíón. Resultaría entonces la Corte Suprema en conti adic-
ción consigo misma, lo' que es preciso evitar. Además, como para
la extradición hay tres sistemas que son: el Judicial. e! Adminis-
trativo y e! Mixto, es necesario señalar en e! Código el sistema
que se adopta. Cree también conveniente que no se dé al Gobier-
no la facultad de conceder o negar la extradición, sino imponer
como obligatorio e! concepto de la Corte". (Acta número 12.
Tomo 1. Páginas 36 y 37).

La Ley penal en cuanto a las personas

La organización jurídica de los Estados democráticos des-
cansa principalmente. en e! reconocim-iento constitucional de que
todas las personas son iguales ante la ley, tanto en lo que se re-
fiere a la afirmación de los derechos, como en lo tocante a la exi-
gencia de responsabilidad por quebrantamiento de! orden legal.
En materia penal la igualdad se refiere a todas bis cuestiones que'
son propias a esta rama de! derecho, tales como las penas y fór-
mulas procesales, pero por circunstancias . especiales son acepta-
das algunas excepciones, dependientes de condiciones personales
o determinadas por e! fuero, que colocan dentro de un régimen es-
pecial a los infractores de la ley penal.

En lo que interesa a nuestro sistema -esas excepciones son
por lo común relativas al procedimiento para juzgar, como ocurre
respecto de algunos funcionarios públicos, que, por su categoría,
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son sustraídos a la jurisdicción ordinaria y procesados ante cor-.
poraciones o entidades especiales, según el rango o funciones del
responsable. Ocurre esto por ejemplo, en cuanto al Jefe del Es-
tado, sus Ministros, Procurador General de la Nación, etc. Pero
en ningún caso existe una inmunidad absoluta, como que la res-
ponsabilidad penal se exige de todas las personas, sean Iuncío-
narios públicos o simples particulares.

También, por causa de ciertas condiciones propias de los-
ínfraciores, que constituyen incapacidades naturales, puede variar
la aplicación de la ley penal en cuanto a las sanciones o el proce-
dimiento de juicio. Así, los enajenados mentales, los anómalos
psíquicos, los intoxicado s alcohólicos y los menores no sufren las
penas comunes que el Código señala para los distintos delitos, si-
no que son sometidos a medidas de seguridad únicamente; y de
esas personas, los menores de diez y ocho años, son juzgados' por
procedimiento especial y ante Juez especial también. Los anorma-
les, para cuyo juzgamiento debió haber previsto la ley un nuevo
procedimiento distinto al ordinario" el régimen procesal es el mis-
mo que para las personas normales, 10 cual es inexplicable y ab-
solutamente impropio.

Por cuestión de fuero existe la excepción para los militares
que son procesados 'ante autoridades especiales y penados confor-
me a un Código Penal Militar. (Ley 3a. de 1915).

Respecto a ciertos hechos establecidos como delitos hay
casos en los que por razones de orden social o en defensa de cíer-
tos intereses fundamentales, no son reprimidos cuando los come-
ten determinadas personas. Por ejemplo, los miembros del Con-
greso gozan de una absoluta libertad para la expresión de sus
opiniones y votos y en ejercicio de su cargo no son responsables
en ese aspecto por calumnia o injuria. Otros casos más son acep-
tados por la ley, como 10 veremos a su debido tiempo. pero no des-
virtúan el principio de la igualdad ante la ley.

/


